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«De la diputada Beatriz Milland Pérez, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Con su venia, presidenta, compañeras y compañeros legis-
ladores:

La reforma que hoy discutimos parte de una premisa sen-
cilla, pero de enorme trascendencia para nuestra vida pú-
blica: quien recibe del pueblo mexicano la responsabilidad
de conducir los destinos de la nación debe tener un víncu-
lo jurídico y político exclusivo con México. 

La iniciativa presentada por nuestra presidenta Claudia
Sheinbaum propone establecer que, para ejercer la Presi-
dencia de la República, una gubernatura o la Jefatura de
Gobierno de la Ciudad de México, se requiera contar úni-
camente con la nacionalidad mexicana.

Para ello, quien tenga otra nacionalidad deberá renunciar a
ella antes de solicitar su registro y, durante el ejercicio del
cargo, no podrá adquirir o solicitar otra, utilizar documen-
tos de identidad extranjera, ejercer derechos políticos en
otro Estado o acogerse a su protección diplomática. 

Quiero ser muy clara: esta reforma no cuestiona a las mexi-
canas y mexicanos que tienen doble nacionalidad. Millones
de compatriotas viven fuera de nuestro territorio, forman fa-
milias, trabajan y construyen su vida en otros países, sin que
ello disminuya sus raíces ni su pertenencia a México.

Lo que aquí se regula es algo diferente: las condiciones pa-
ra ejercer la máxima responsabilidad política de nuestro
país y de nuestras entidades federativas.

Porque gobernar implica tomar decisiones que afectan di-
rectamente la vida de millones de personas: decisiones so-
bre nuestra economía, nuestros recursos, nuestra seguridad
y nuestro desarrollo. Por eso, quien recibe ese mandato de-
be tener como única referencia nacional el interés de Mé-
xico y como destinatario de su responsabilidad al pueblo
mexicano.

La presidenta Claudia Sheinbaum lo explicó con claridad:
“solo le juras al pueblo de México”, y ha señalado que
quien pretenda ejercer la Presidencia o una gubernatura de-
be renunciar a otra nacionalidad para asumir plenamente
esa responsabilidad.

Ese es el sentido de esta reforma. 

No se trata de levantar barreras frente al mundo ni de des-
conocer la riqueza de una sociedad cada vez más vincula-
da internacionalmente. Se trata de establecer una regla pa-
ra quienes ocupan los cargos desde los cuales se toman las
decisiones fundamentales del Estado mexicano.

Nuestra Constitución establece que la soberanía nacional
reside esencial y originalmente en el pueblo. Y si el poder
proviene del pueblo, entonces quienes lo ejercen deben res-
ponder ante él con absoluta claridad.

Desde Morena entendemos que transformar la vida pública
también significa fortalecer nuestras instituciones y poner
en el centro a quienes durante mucho tiempo fueron ex-
cluidos de las grandes decisiones: las familias mexicanas,
nuestras comunidades y nuestro pueblo. 

México puede cooperar con otras naciones, mantener rela-
ciones comerciales, recibir inversiones y construir acuer-
dos internacionales sin comprometer sus propios intereses.
Como ha señalado nuestra presidenta: “colaboramos, pero
no nos subordinamos”.

Y precisamente por eso esta reforma es importante. 

Porque cuando hablamos de quién puede conducir los des-
tinos de México, debemos garantizar que esa responsabili-
dad se ejerza sin vínculos jurídicos con otro Estado que
puedan generar un conflicto frente a los intereses de nues-
tra nación. 

Desde Tabasco, donde conocemos el valor de nuestra tie-
rra, de nuestros recursos y del trabajo de nuestra gente, res-
paldamos esta propuesta porque entendemos que defender
a México significa, antes que nada, defender a su pueblo y
garantizar que sus decisiones permanezcan en manos de
quienes tienen el mandato de servirle. 

Compañeras y compañeros:

El pueblo mexicano deposita su confianza en quienes eli-
ge. Esa confianza no puede estar dividida. 

Quien aspirar a gobernar México debe saber que su res-
ponsabilidad es con México; que su mandato proviene de
las mexicanas y los mexicanos, y que sus decisiones deben
responder siempre al interés nacional. 



Por ello, manifiesto mi respaldo a esta reforma constitu-
cional. 

Porque México debe tener gobiernos que respondan al pue-
blo mexicano, con plena responsabilidad y sin ninguna otra
lealtad jurídica que comprometa ese mandato. 

Es cuanto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.— Di-
putada Beatriz Milland Pérez (rúbrica).»



«De la diputada  Ofelia Socorro Jasso Nieto, del PRI, po-
sicionamiento relativo al dictamen.

Con el permiso de la presidencia; compañeras y compañe-
ros legisladores: 

El dictamen que hoy se somete a consideración propone re-
formar los artículos 82, 116 y 122 de nuestra Constitución
para establecer nuevas condiciones a quienes aspiren a
ocupar la Presidencia de la República, una gubernatura o la
Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México. 

La propuesta exige no tener otra nacionalidad o que renun-
cien a ella antes de solicitar su registro como candidatas o
candidatos, además de impedir que durante el ejercicio del
cargo puedan adquirir otra nacionalidad, utilizar documen-
tos de identidad expedidos por otro país, ejercer derechos
políticos ante éste o acogerse a su protección diplomática. 

En el Grupo Parlamentario del PRI consideramos que una re-
forma constitucional requiere una justificación particular-
mente sólida, porque contar con otra nacionalidad no con-
vierte automáticamente a una persona en alguien menos
comprometido con México ni constituye por sí mismo un
conflicto de interés, por lo que una restricción de esta impor-
tancia debe sustentarse en hechos y no en suposiciones. 

Detrás de la doble nacionalidad existen historias familia-
res, laborales y migratorias de millones de mexicanas y
mexicanos que mantienen plenamente su identidad y sus
vínculos con nuestro país, por ello resulta preocupante que
esta condición pueda convertirse en una causa para restrin-
gir el acceso a determinados derechos políticos. 

Hay que recordar que nuestra Constitución ya protege los
intereses del país, pues el artículo 32 establece que deter-
minados cargos públicos sólo pueden ser ocupados por me-
xicanos de nacimiento, que no tengan otra nacionalidad. 

Por ello, el dictamen tendría que explicar con claridad cuál es
el vacío jurídico que pretende resolver, por qué las disposi-
ciones vigentes resultan insuficientes y de qué manera esta
nueva restricción resulta necesaria y proporcional, sobre todo
porque estamos hablando de limitar los derechos políticos
que ya están reconocidos por nuestra Constitución. 

También genera preocupación que desde el origen de esta
reforma se hayan realizado referencias a personas determi-
nadas, porque la Constitución debe establecer reglas gene-
rales, impersonales y permanentes, alejadas de coyunturas

electorales, disputas políticas o circunstancias particulares,
pues sus disposiciones no deben crearse para beneficiar o
perjudicar a una persona en particular. 

A ello se suma la forma en que se conduce el trabajo legis-
lativo cuando una iniciativa proviene del Ejecutivo federal,
ya que mientras numerosas propuestas de los distintos gru-
pos parlamentarios permanecen pendientes durante meses
y las reformas impulsadas desde el gobierno reciben un tra-
tamiento prioritario y acelerado. 

Esta Cámara debe ejercer plenamente su responsabilidad
como Poder Legislativo, deliberar, discutir, modificar
cuando sea necesario y actuar como un verdadero contra-
peso, porque nuestra función constitucional exige analizar
cada reforma por sus méritos, sus necesidades y sus conse-
cuencias sin convertir el trabajo legislativo. 

Incluso los artículos transitorios generan dudas respecto de
la urgencia de la medida, ya que establecen que estas dis-
posiciones comenzarán a aplicarse hasta el proceso electo-
ral de 2028 y quienes actualmente ocupan los cargos seña-
lados quedarán fuera de su aplicación, lo que dificulta
sostener que exista un riesgo inmediato que justifique esta
modificación constitucional. 

México necesita reglas que garanticen a los que ejerzan
responsabilidades públicas actúen con legalidad, indepen-
dencia y lealtad al país, pero esas cualidades deben acredi-
tarse mediante la conducta y el cumplimiento de las obli-
gaciones constitucionales. 

La necesidad de esta nueva restricción no ha sido suficien-
temente demostrada, la Constitución no debe responder a
coyunturas políticas particulares, por lo que el Grupo Par-
lamentario del PRI votará en contra del presente dictamen. 

Muchas gracias. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.— Di-
putada Ofelia Socorro Jasso Nieto (rúbrica).»



«De la diputada  Margarita Ester Zavala Gómez del Cam-
po, del PAN, posicionamiento relativo al dictamen.

La iniciativa de reforma constitucional enviada por la pre-
sidenta Sheinbaum al Congreso de la Unión estigmatiza (y
al estigmatizar, criminaliza) a quienes poseen, en acto o en
potencia, una doble nacionalidad. 

Se trata de un claro caso de derecho penal del autor y no
del acto, que ahora procuraremos explicar. 

Cuando tipificamos como sancionable la condición de una
persona y no sus conductas, violentamos uno de los princi-
pios más importantes del derecho penal garantista. 

Se delinque –diputadas y diputados–, a través de actos u
omisiones, no de condiciones humanas ni de situaciones
que escapan a la voluntad de los individuos. 

Cualquier disposición diversa hace del sujeto de derechos
un enemigo al que hay que anular (en el caso electoral des-
calificarlo de la contienda). 

Ustedes le hacen caso a la titular del Poder Ejecutivo que
quiere castigar a quienes busquen una candidatura a la Pre-
sidencia de la República, a la Jefatura de Gobierno de la
Ciudad de México o a una gubernatura estatal (ya podría-
mos hablar de semejante e indebida intervención en la au-
tonomía local) cuando tengan o adquieran una nacionali-
dad adicional y distinta a la mexicana y no renuncien a ella
antes de solicitar el registro de su candidatura “en los tér-
minos que establezca la ley”. 

Más allá de que ya no estamos dentro de los plazos que el
artículo 105 constitucional prevé como necesarios para la
validez de reformas legales en materia electoral (90 días
antes de que inicien los procesos comiciales), la propuesta
sufre de otras graves carencias de técnica ya no digamos le-
gislativa, sino plenamente jurídica. 

Confunden todo, confunde lo que es un hecho jurídico que
escapa a la voluntad de los individuos (la atribución de na-
cionalidades por el nacimiento o por el origen de los pa-
dres) con un acto voluntario como es el que adquirir una
nacionalidad diversa a la mexicana promoviendo, por
ejemplo, una naturalización. 

Confunde la nacionalidad con la ciudadanía, y los derechos
con prerrogativas. 

Y peor aún, confunde soberanía con exclusión y discrimi-
nación. 

Miren de lo que han sido capaces; son capaces de entregar
el territorio al crimen organizado pero incapaces de darle
todos sus derechos a los migrantes, a las y los mexicanos. 

Suponen la inocencia de quienes sobran pruebas de su cul-
pabilidad en la tragedia de Sinaloa, pero presuponen la trai-
ción en quienes fueron orillados a pedir otra nacionalidad. 

Pero, lo que busca la iniciativa presidencial no es eso sino
estigmatizar a quienes poseen una nacionalidad doble y
presumir su falta de lealtad hacia la patria e incluso su ten-
dencia a la traición. Al utilizar el verbo “tener”, la pro-
puesta de reforma a los artículos 82, 116 y 122 constitu-
cionales emplea una táctica punitiva propia de estados
autoritarios: descalifica a la persona por sus cualidades y
no por sus actos voluntarios y libres. 

La propuesta luce mucho más peligrosa cuando se repara
en sus alcances punitivos, porque castiga. 

Imaginemos que alguien tiene derecho a una nacionalidad
alterna a la mexicana que no sea renunciable, como lo son
la mayoría de las nacionalidades en los Estados de derecho.
Por más que quiera, su acto de renuncia no tendría validez
ante el segundo Estado (es más: es probable que ni siquie-
ra le admitan el escrito de renuncia). 

¿Saben que hay nacionalidades irrenunciables? Puede, des-
de luego, simular una renuncia ante el Instituto Nacional
Electoral, pero el acto carecerá de consecuencias en el pla-
no internacional y mantendrá sobre su cabeza una espada
de Damocles acerca de la cual pocos han reflexionado: la
de las responsabilidades políticas, administrativas e inclu-
so penales del Título Cuarto de la Constitución. 

En efecto, cuando la iniciativa plantea que quienes ejerzan
los cargos no podrán invocar una nacional extranjera utili-
zando “entre otros supuestos” (tipo penal abierto e indeter-
minado, como podrá observarse) un pasaporte o documen-
to de identidad expedido por el segundo país, o ejerciendo
los derechos políticos y ciudadanos ante éste, o acogiéndo-
se a la protección diplomática que su segunda Patria pueda
llegar a ofrecerle, cierra las puertas al ejercicio de derechos
y castiga a quien, por situaciones que pueden provenir de
hechos y no de actos jurídicos voluntarios, busca ejercer un
derecho que lo libre, por ejemplo, de una persecución polí-
tica de esas que tanto le gustan al régimen. 



En un país como el nuestro, tan estrechamente ligado a los
fenómenos migratorios, ya parecía un exceso obligar a
quien busque presidirlo haber residido en el país “al menos
durante veinte años” (artículo 82 constitucional).

¿De cuántas mexicanas y mexicanos patriotas y expertas en
generar y administrar riquezas en condiciones de adversi-
dad nos hemos privado merced a semejantes disposicio-
nes? Es imposible saberlo. 

Ahora vamos a peor, vamos a quitar los incentivos para
participar en la política y todo por berrinches, caprichos y
cálculos. 

Vamos a desincentivar la participación política de quienes
a buen seguro preferirán ahorrarse un problema mayúsculo
que se deriva de situación que, como la migración de sus
ancestros por cuestiones políticas, económicas o laborales,
exceden a su voluntad. 

Que el origen familiar, el país en el que se nació o el ejer-
cicio de un derecho pueda ser causal de juicio político o de
reproche penal o de descalificación para participar en polí-
ticas es mala noticia para todos, no sólo para quienes pose-
en una doble nacionalidad. 

Que se estigmatice y se presuma la culpabilidad de perso-
nas que literalmente no han hecho nada, subvierte los ci-
mientos de nuestro Estado constitucional. 

Es lo malo del pánico electoral y de las encuestas que lo
generan. 

Hay quien piensa que, cuando los números no dan, lo me-
jor es montar un numerito. Un numerito contrario a la Re-
pública y a los derechos fundamentales.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.— Di-
putada Margarita Ester Zavala Gómez del Campo (rúbrica).»



«Del diputado Ricardo Monreal Ávila, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Ciudadano presidente, ciudadanas legisladoras, ciudadanos
legisladores: 

La iniciativa que hoy nos convoca aborda un asunto que to-
ca directamente la soberanía del Estado mexicano y la na-
turaleza de las responsabilidades que corresponden a quie-
nes encabezan los poderes ejecutivos de nuestro país. 

El complejo momento geopolítico que vivimos nos obliga a
tomar decisiones de Estado encaminadas a preservar y prote-
ger nuestra capacidad como país para tomar nuestras propias
decisiones y ser independientes frente a otros Estados. 

Esto nos lleva, ineludiblemente, al perfeccionamiento de
las reglas que rigen nuestros procesos electorales. 

Por tanto, coincido con la iniciativa de la presidenta de la
República, doctora Claudia Sheinbaum Pardo, que busca
reformar los artículos 82, 116 y 122 de nuestra Constitu-
ción, para establecer la nacionalidad mexicana como única
para quienes aspiren o ejerzan el cargo de la Presidencia de
la República, gubernaturas y Jefatura de Gobierno de la
Ciudad de México. 

Esta medida es congruente con los principios que rigen
nuestro movimiento como la primacía de la soberanía, la
no intervención, la autodeterminación de los pueblos y el
fortalecimiento de la democracia. 

1. No se discute la identidad 

Antes de seguir, considero necesario hacer una valiosa
aclaración. La iniciativa presidencial que se discute en es-
ta Cámara no cuestiona la cultura binacional ni los víncu-
los personales, familiares o culturales que millones de me-
xicanos mantienen con otros países. 

Nuestro movimiento cree firmemente que los mexicanos,
como sucede a partir de 1997, tienen el derecho irrenun-
ciable a la doble nacionalidad. 

Ello es, en buena medida, un reconocimiento al importan-
tísimo impacto que la diáspora mexicana, una de las más
numerosas, posee alrededor del mundo. 

Esta iniciativa, pues, no busca descocer la doble nacionali-
dad, ni limitar los derechos políticos de las personas mexi-
canas que cuenten con ella, ni tampoco hacer que renun-
cien a otras nacionalidades. 

Tampoco parte de una presunción de menor patriotismo, de
falta de compromiso o de deslealtad de quienes poseen más
de una nacionalidad. Por el contrario, reafirmamos que es-
te tipo de lazos con otras naciones contribuyen enorme-
mente a difundir y preservar la cultura nacional. 

Dicho de otro modo, no se busca alterar la vida de quienes
poseen una doble o múltiple nacionalidad más allá de la me-
xicana, y tampoco se pretende desconocer los derechos que
otros Estados otorguen a los mexicanos en esta condición. 

La iniciativa se dirige, reitero, exclusivamente para aque-
llos que busquen llegar a la titularidad del Poder Ejecutivo
de la Presidencia de la República, las gubernaturas y la Je-
fatura de Gobierno de la Ciudad de México. 

2. Soberanía y lealtad constitucional 

Para ser más específicos, la iniciativa busca precisar que
las personas que pretendan contender o ejercer estos cargos
públicos no deben tener ni adquirir una nacionalidad dis-
tinta de la mexicana y, en caso de tenerla, renuncien a ella
en los términos que establezca la ley. 

Esta disposición no es excesiva. A nivel convencional,
existe un amplio consenso para determinar que la naciona-
lidad es una condición admisible para regular el ejercicio
de los derechos políticos. 

La medida propuesta es razonable, proporcional y compa-
tible con el principio de igualdad. 

Jurídicamente, el debate radica en las implicaciones de los
vínculos jurídico-políticos con Estados distintos. 

Esto a causa de que tener una nacionalidad significa perte-
necer jurídicamente a una comunidad política, misma que
genera derechos y obligaciones con el Estado correspon-
diente. 

Nuestro propio marco constitucional y jurídico, así como
diversos precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, han mostrado que sí son justificables ciertas res-
tricciones, concernientes a la nacionalidad, para desempe-
ñar cargos públicos. 



Dichas disposiciones no son generalizadas, sino que sólo son
aplicables cuando la naturaleza del cargo lo requiere, como es
el caso de la Presidencia de la República, las gubernaturas y
la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México. 

Así, se robustece la lealtad a la Constitución Política de
México, a sus leyes y al interés exclusivo del pueblo de
México y se erradica una posible motivación a responder a
los intereses jurídicos-políticos de otros Estados. 

3. Naturaleza especial del cargo 

La delimitación de la nacionalidad única es una propuesta
razonada. Su fundamento es la naturaleza del cargo del
Ejecutivo federal y locales y la Jefatura de Gobierno de
Ciudad de México. 

En otras palabras, estos cargos implican una conducción
política y administrativa estratégica que, nuevamente,
acreditan la necesidad de esta reforma. 

Tengamos presente que la Presidencia de la República, co-
mo cargo unipersonal, conduce la política exterior, partici-
pa en la celebración de tratados, es responsable de preser-
var la seguridad nacional y posee atribuciones exclusivas
con las Fuerzas Armadas. Es decir, son funciones que com-
prometen directamente la representación del Estado mexi-
cano y su relación con otros Estados. 

Por eso, establecer un vínculo jurídico-político exclusivo
con México no constituye una declaración sobre la identi-
dad de una persona. Es una garantía orientada a evitar la
concurrencia formal de vínculos jurídicos con otros Esta-
dos en el ejercicio de funciones especialmente sensibles. 

Mientras que las y los gobernadores y la jefa o jefe de Go-
bierno de Ciudad de México también representan cargos
unipersonales, y aunque no ejercen atribuciones en materia
de política exterior o defensa nacional, sí concentran im-
portantes responsabilidades políticas, administrativas y en
seguridad pública. 

En este sentido, la iniciativa es constitucionalmente legíti-
ma, necesaria y proporcional. Privilegia la preservación y
defensa de nuestra soberanía y pondera el interés del pue-
blo de México por encima de intereses personales y ex-
tranjeros. 

4. Elemento diferenciador 

Por ello es válido e indispensable reforzar las disposiciones
vigentes. Si bien actualmente a la Ley de Nacionalidad y su
Reglamento contemplan un procedimiento para obtener un
certificado de nacionalidad mexicana, ello es insuficiente. 

La reforma presidencial, en consecuencia, tiene como vir-
tud que las personas que busquen ejercer el cargo de la Pre-
sidencia de la República, gubernaturas o Jefatura de Go-
bierno de Ciudad de México, acrediten que el Estado
extranjero reconoce la pérdida de su nacionalidad. 

Este cambio no sólo brindará mayor transparencia y certe-
za en los procesos electorales, sino que será una garantía
plena de la nacionalidad mexicana única. 

Ello implicará que las políticas y decisiones públicas que,
en su caso, se asuman durante el cargo, no obedezcan a in-
tereses de otros Estados sino al interés nacional. 

5. Conclusiones 

Esta reforma no elimina ni restringe derechos políticos de
forma indiscriminada. 

Tampoco es una reforma coyuntural ni tiene un destinata-
rio particular, es una medida institucional que salvaguarda
al Estado mexicano en un contexto internacional donde el
injerencismo se ha hecho cada vez más presente. 

Así, no estamos legislando contra las personas mexicanas
con doble o múltiple nacionalidad, estamos legislando so-
bre la naturaleza de determinadas responsabilidades públi-
cas, con el objetivo de preservar la lealtad constitucional en
cargos públicos que resultan claves para la supervivencia y
soberanía de la República. 

Si bien, establece condiciones para la competencia electo-
ral y el ejercicio de la Presidencia de la República, las gu-
bernaturas y la Jefatura de Gobierno de Ciudad de México,
ello es constitucional y convencionalmente justificable. 

Nuestro movimiento busca que quien conduzca la política
exterior, desempeñe la representación internacional de
nuestro país, la relación con las fuerzas armadas y tenga a
cargo la seguridad nacional sea sólo leal a nuestro país,
nuestra Constitución y nuestras leyes. 



La independencia de nuestro país es un valor y principio
que el pueblo de México ha cuidado y defendido vigorosa-
mente a lo largo de más de dos siglos. 

En la época actual, esta responsabilidad conlleva a que la
soberanía también se defienda desde las instituciones y a
través de reglas democráticas. 

Ello obligará a que las candidatas y candidatos y, en su ca-
so, quienes desempeñen la Presidencia de la República, gu-
bernatura y Jefatura de Gobierno de Ciudad de México ten-
gan un compromiso absoluto y exclusivo con nuestra
nación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.— 
Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»
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